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			PRÓLOGO

			El derecho administrativo tiene ya dos siglos de existencia. En todo ese tiempo ha cambiado mucho y sigue cambiando constantemente. Ello se debe a su estrecha conexión con la evolución de la política, de la economía y de la sociedad. Más que desde las alturas del derecho constitucional —con el que forma un todo inescindible—, es a través del estudio del derecho administrativo como mejor podemos percibir y entender las relaciones del ciudadano con los poderes públicos y la relación entre Estado y mercado. Explicar en términos sistemáticos los fundamentos y el contenido mudable de esas relaciones, desde el punto de vista de las normas y principios que las regulan, constituye el empeño de cualquier manual de nuestra disciplina.

			Un empeño que no es fácil, pero que, afortunadamente, cuenta con una larga tradición a sus espaldas. Nuestro país, en concreto, ha podido beneficiarse de una magnífica generación de administrativistas que surgió en la segunda mitad del siglo xx. Ellos configuraron el armazón de un sistema de derecho administrativo del que todos somos deudores, incluso por lo que se refiere al contenido descriptivo de la asignatura de derecho administrativo de la Licenciatura de Derecho. Así podrá percibirse también en la estructura de esta obra, que recoge aquella tradición y que ha querido adaptarse, en términos generales, a las materias que se enseñan en la mayoría de nuestras Universidades.

			Si algunos rasgos pueden caracterizarla, aparte ciertas ideas y concepciones del autor, como es lógico, quizá sean la preocupación por situar las instituciones y las normas en su contexto histórico y evolutivo, el esfuerzo didáctico, que se quiere reflejar en el lenguaje utilizado y en la multiplicación de ejemplos que faciliten su comprensión por los no iniciados, y, finalmente, el continuo manejo de la jurisprudencia reciente.

			La explicación histórica de los principios, reglas e instituciones del derecho administrativo es imprescindible para entenderlo, por las razones ya expuestas. Se diría que es algo consustancial a la disciplina, que, no en vano, ha contado y cuenta también con apasionados y estudiosos de nuestra historia contemporánea. Asimismo, a ellos debe mucho este libro y la formación de quien lo ha escrito. Bien entendido que la historia que nos interesa no se limita al período inicial del constitucionalismo liberal. Después de él, el desarrollo del Estado Social, la lucha por el Estado democrático de Derecho frente a las dictaduras del siglo xx y, más tarde, la hegemonía del neoliberalismo y la consolidación de la Unión Europea han dejado también una huella profunda en el ordenamiento jurídico-administrativo. Y la historia no se detiene.

			El esfuerzo pedagógico, que no puede suplir en ningún caso la actividad docente directa, ha querido compaginarse con un nivel de información elevado, pues el libro no sólo se ha escrito pensando en los estudiantes de Licenciatura, sino también en otras personas que deseen o necesiten perfeccionar sus conocimientos y, entre ellas, los jóvenes administrativistas que empiezan su formación y su carrera.

			La referencia y el apoyo constante en las fuentes jurisprudenciales parten de la convicción de que un manual de derecho administrativo, como de cualquier otra disciplina jurídica práctica, no sólo debe reflejar las concepciones subjetivas de su autor, sino también la realidad jurídica tal como es, que se encuentra sobre todo en las resoluciones de los tribunales. La enseñanza del derecho no debe, a mi entender, disociarse de esa realidad, por más que en algunos aspectos nos parezca criticable. Pues una cosa es el análisis crítico de la jurisprudencia (como de la legislación) y otra muy distinta desfigurarla o contemplarla de manera parcial o sesgada.

			En todo caso, esa continua utilización de la jurisprudencia no habría sido posible sin contar con la ímproba labor de selección y sistematización que se viene haciendo a través de la revista Justicia Administrativa. A mis compañeros del Consejo de Redacción de la revista y a cuantos colaboran para hacerla posible quiero expresar aquí mi más sincero reconocimiento, aparte de mi afecto. De manera especial debo hacer extensivo uno y otro a los profesores de la Universidad de Alcalá Belén Marina Jalvo y Jesús del Olmo Alonso, mis colaboradores más directos, que me han ayudado en la selección de las notas de bibliografía.

			En fin, cuantos han acometido la tarea de elaborar por sí mismos un libro de las características y la dimensión que éste tiene saben bien el número de días y horas que requiere. Muchas de esas horas, durante algunos años, las he hurtado de la dedicación a mi familia. Sin su apoyo y su cariño, el libro no hubiera visto la luz.

			Alcalá de Henares, marzo de 2005

			Desde la publicación de la edición anterior, hace un año, hay pocas novedades en la legislación administrativa, sobre todo la de carácter general. Más numerosas son las sentencias recientes de interés sobre las materias que aquí se tratan, en particular algunas de la sala Tercera del Tribunal Supremo, que continúan depurando la interpretación del ordenamiento jurídico administrativo. De ellas se da cumplida cuenta aquí. La buena acogida que este manual sigue teniendo me ofrece en cualquier caso la oportunidad de ofrecer al público una nueva versión actualizada.

			Alcalá de Henares, junio de 2026

			miguel.sanchez@uah.es
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			CAPÍTULO I

			EL DERECHO ADMINISTRATIVO: 
CONCEPTO Y EVOLUCIÓN HISTÓRICA

			SUMARIO: I. Qué es el derecho administrativo. II. Esencia del derecho administrativo. III. Origen y evolución del derecho administrativo. 1. Historicidad del derecho administrativo. 2. Los precedentes. 3. El Estado de Derecho liberal y la aparición del derecho administrativo. A) Principios y realidades. B) El modelo francés de derecho administrativo y su difusión por el continente europeo. C) La variante inglesa. D) Formación y desarrollo del derecho administrativo en España. 4. Las transformaciones del derecho administrativo en el siglo xx. A) El «Estado administrativo». B) Descentralización y diversificación de estructuras. C) Democracia y Estado de Derecho. D) Administración y sociedad. E) La justicia administrativa. 5. Situación actual y perspectivas. A) El papel del Estado: privatizaciones y cambio de funciones. El impacto de la crisis económica. B) La «huida del derecho administrativo» y sus límites. C) El desarrollo de un derecho administrativo europeo y el impacto de la globalización. D) La buena administración. IV. El ámbito de aplicación del derecho administrativo. 1. Aplicación del derecho administrativo a determinadas actividades de órganos constitucionales que no forman parte de la Administración Pública. 2. Aplicación del derecho administrativo y del derecho privado a la organización y a la actividad administrativa.

			I. QUÉ ES EL DERECHO ADMINISTRATIVO

			La manera más sencilla de definir el derecho administrativo es decir que es el derecho propio y peculiar de las administraciones públicas.

			Esta definición es correcta, pero debe ser completada y matizada, pues no en vano el concepto y el alcance del derecho administrativo han sido y siguen siendo objeto de un sostenido debate entre los especialistas.

			En efecto, el derecho administrativo comprende un conjunto o sistema de normas jurídicas, muy numerosas, por cierto, que tienen por referencia común a la Administración Pública. Esas normas regulan la organización administrativa, la actividad de la Administración, sus relaciones con otros sujetos de derecho, privados y públicos, y los controles jurídicos a que aquélla está sometida. Ese sistema normativo conforma un ordenamiento jurídico peculiar, en el sentido de que se funda en principios propios y característicos y en un conjunto de conceptos, técnicas y reglas de integración que lo diferencian de otras ramas del derecho, ya sea del derecho privado —civil, mercantil, laboral— o de otras parcelas del derecho público —constitucional, penal, internacional...—. Dicho sea sin desconocer que todas ellas forman parte de un mismo ordenamiento jurídico general y sin olvidar las múltiples relaciones, influencias y conexiones entre ellas, pues las distintas disciplinas jurídicas no son compartimentos estancos.

			Expuesta esta primera aproximación al concepto, es necesario a continuación señalar qué se entiende por Administración Pública. Además, hay que explicar un hecho incontrovertible, que nos enseña que no todo el derecho que se aplica a las relaciones, internas o externas, de la Administración es derecho administrativo, mientras que una parte de la legislación administrativa se aplica también a sujetos que no constituyen propiamente Administración Pública.

			Definir qué es la Administración Pública tampoco es fácil. Se trata de una organización muy extensa y compleja, tanto que a conocer su estructura y reglas de funcionamiento interno dedicaremos una buena parte de este libro (Parte III). Esa organización está dotada por la ley de personalidad jurídica, de manera que constituye un sujeto de derecho, que interviene en relaciones jurídicas de muy distinta naturaleza y contenido. Aunque conviene indicar que, en realidad, no hablamos de una sola organización ni de una sola persona jurídica sino de muchas —la Administración del Estado, las administraciones de las Comunidades Autónomas, las administraciones locales, que son más de once mil en nuestro país, organismos y entidades públicas de diverso tipo—, por lo que sería más exacto referirse a las administraciones públicas, en plural. La locución «Administración Pública» no es sino una expresión usual que sintetiza lo que es común a todas ellas.

			La Administración es una organización pública, forma parte de los poderes públicos y constituye, con diferencia, el más voluminoso de ellos, el que consume e invierte más recursos públicos, el que tiene a su servicio a la mayor parte de los empleados públicos y el que se relaciona más frecuentemente con los ciudadanos. En el marco de la clásica división de poderes, la Administración forma parte del Poder Ejecutivo y, como establece nuestra Constitución (arts. 97.1 y 103.1), es una organización dirigida por el Gobierno que tiene por misión institucional servir con objetividad los intereses generales. Digamos, en cualquier caso, que el Gobierno, que dirige la Administración, actúa como su órgano supremo a muchos efectos, por lo que a la mayor parte de sus actividades —a otras no— se aplica también el derecho administrativo. Y añadamos que Gobierno tampoco hay sólo uno, pues junto al Gobierno central o del Estado hay que contar los gobiernos o consejos de gobierno de las Comunidades Autónomas, e inclusive los llamados gobiernos locales, si bien en este último caso la distinción entre gobierno y administración no es tan clara. Sobre ello volveremos con más detalle en capítulos posteriores.

			Lo que nos interesa destacar aquí es que la Administración, a diferencia del Poder Legislativo y del Poder Judicial, es un poder activo por excelencia. La Administración no se limita a dictar normas jurídicas, que es la función más característica del Legislativo; aunque aquélla también aprueba normas generales —los reglamentos—, que son mucho más numerosas que las leyes. Tampoco se limita a resolver los conflictos o controversias aplicando el derecho, que es la función judicial típica; aunque también la Administración resuelve a veces conflictos entre particulares por medio de arbitraje o mediación o decidiendo sobre ciertas reclamaciones, cuenta en su seno con órganos u organismos especializados que ejercen funciones similares a las judiciales y que, no por casualidad, se denominan tribunales —los tribunales económico-administrativos, por ejemplo— y está dotada de una potestad sancionadora muy extensa, sin perjuicio de la que ejercen los jueces y tribunales penales y con subordinación a la Justicia en todo caso.

			Pero, sobre todo, la Administración provee cotidianamente a las necesidades generales, en parte supervisando, controlando, autorizando u ordenando actividades privadas (piénsese, por ejemplo, en la tutela del medio ambiente, en la disciplina urbanística o en la seguridad ciudadana), en parte prestando servicios a los ciudadanos (la sanidad, la enseñanza, los servicios sociales...) o contratando y gestionando infraestructuras públicas (carreteras, vías férreas, puertos, aeropuertos, obras hidráulicas, etc.), en parte apoyando o colaborando con particulares y empresas al desarrollo económico y social u otros fines de interés general (subsidios agrarios, cooperación internacional, I+D+i...) y mediante otras actividades. Todo ello en ejecución de planes y programas que, con frecuencia, la propia Administración elabora y que son aprobados por sus órganos superiores o bien por los parlamentos y gobiernos respectivos; y cuidando de la obtención de los recursos necesarios, en los términos que establecen las leyes (mediante la exacción de tributos y cuotas de la Seguridad Social, entre otras cosas), de la gestión interna del numeroso personal a su servicio y de los bienes de que dispone. Desde este punto de vista funcional la Administración se distingue normalmente bien de otros poderes públicos. Dicho sea ahora sin perjuicio de ulteriores precisiones.

			No obstante, hay que añadir que no siempre los poderes públicos cumplen sus fines y realizan las funciones de que hemos tratado sirviéndose de organizaciones administrativas en sentido estricto, dotadas de personalidad jurídica pública y reguladas por normas de derecho administrativo. Por el contrario, a veces atribuyen algunas funciones y los recursos públicos necesarios para prestarlas a entidades con forma jurídica privada, ya sean sociedades o fundaciones, creadas o controladas por la propia Administración. Este fenómeno no es de ahora, pues hace mucho tiempo que existe un sector público de la economía compuesto de empresas con capital exclusiva o mayoritariamente público, que producen bienes o servicios para el mercado y que se organizan y actúan en el tráfico jurídico como las empresas privadas, normalmente en forma de sociedad anónima. Pero, desde fechas más recientes, se vienen adoptando formas privadas de organización también para realizar actividades no mercantiles o industriales, sino tradicionalmente administrativas (prestación de servicios sanitarios, contratación de obras públicas, cooperación internacional, por ejemplo) y sufragadas íntegramente o en su mayor parte con fondos públicos.

			Además, las propias administraciones públicas utilizan a veces instrumentalmente el derecho privado en sus relaciones jurídicas. Así, contratan parte de su personal con sujeción al derecho laboral, en vez de nombrar funcionarios sometidos a un régimen de derecho administrativo; celebran con frecuencia contratos con terceros regidos por las leyes civiles o mercantiles (compraventas, permutas de bienes, arrendamientos, adquisición de títulos valores...); poseen bienes sobre los que mantienen derechos reales de naturaleza privada, ya sean de propiedad u otros. También estas excepciones han existido siempre. Pero desde finales del siglo pasado se observó una tendencia, más acusada en unos países que en otros, a valerse del derecho privado como régimen jurídico de muchas actividades administrativas. Esta tendencia, junto a la utilización de formas privadas de personificación —sociedades y fundaciones— para el ejercicio de funciones materialmente públicas, ha permitido hablar de una huida del derecho administrativo. Fenómeno percibido con preocupación y por algunos con alarma, en la medida en que supone una relajación de las garantías jurídicas que condicionan y permiten controlar la acción de los poderes públicos, aunque ya no es tan acusado como hace unos años.

			Pero sobre esta cuestión trataremos más adelante. Lo que ahora nos importa es poner de relieve que no todo el derecho aplicable a la Administración es derecho administrativo. Ello no invalida nuestro punto de partida, esto, es, que el derecho administrativo es el propio y específico de las administraciones públicas.

			II. ESENCIA DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			Dicho lo anterior, hay que explicar cuál es la peculiaridad del derecho administrativo.

			En esencia, esa peculiaridad deriva de la naturaleza institucional de la Administración. Ésta no es un sujeto jurídico como cualquier otro, sino que es un poder público que tiene por finalidad, como se ha dicho, servir los intereses generales. La Administración, a diferencia de los particulares, no tiene fines propios, sino que es una institución cuya única razón de ser y cuya fuente de legitimidad es actuar para satisfacer los intereses generales o públicos.

			El interés general, concepto sobre el que también se ha discutido muchísimo, se define en un sistema democrático, de acuerdo con los valores y principios de la Constitución, por los órganos que ejercen el poder político en representación de los ciudadanos y por elección de éstos. Es decir, se define por los parlamentos o asambleas legislativas a través de las leyes, y por los gobiernos al ejecutarlas y desarrollarlas. Cada uno en el ámbito de su competencia, incluidas hoy, por supuesto, las instituciones de la Unión Europea con poder de decisión o codecisión.

			Para la gestión de los intereses generales, las leyes atribuyen a la Administración Pública un conjunto de poderes, de prerrogativas, de facultades. En virtud de ellas, la Administración puede adoptar decisiones unilaterales con fuerza jurídica vinculante, es decir, de obligado cumplimiento por aquellos a quienes van dirigidas. Algunas serán decisiones favorables para ellos (por ejemplo, otorgar el permiso de conducir, la concesión de una beca, el nombramiento de un funcionario), otras desfavorables (la denegación de una licencia de armas, la imposición de una multa por vertidos contaminantes, la expropiación de un bien, la exacción de un tributo). Puede también la Administración ejecutar sus propias decisiones ante la resistencia a cumplirlas (disolver una manifestación prohibida, embargar bienes del deudor tributario). Las normas de derecho administrativo confieren estos y otros poderes a la Administración, poderes que la sitúan en posición de supremacía sobre los particulares. En este tipo de relaciones los ciudadanos no se encuentran respecto de la Administración en la situación de igualdad jurídica que es propia del derecho privado, ni aquélla necesita del consentimiento de éstos para decidir y actuar, pues el interés general no puede quedar sometido a los intereses privados. Estamos en el ámbito del derecho público, que constituye la esencia del derecho administrativo.

			Ahora bien, la posición de supremacía de la Administración tiene su contrapartida, pues no puede ejercer sus poderes al margen de la ley, ni puede hacer un uso inmoderado de ellos, ni puede desconocer los derechos de los ciudadanos reconocidos por la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico, ni dispensarles un trato desigual según las preferencias de los gobernantes o funcionarios. En el reverso de la moneda, el derecho administrativo impone límites y condiciones estrictas para el ejercicio de las potestades y prerrogativas de la Administración. No sólo atribuye, pues, poderes a la Administración para que tutele los intereses de la colectividad, sino que reconoce también derechos a los ciudadanos en sus relaciones con la Administración. En un Estado de Derecho la legislación administrativa es igualmente garante de los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos.

			Por de pronto, el derecho administrativo impone a la Administración una vinculación más fuerte a la ley. En el derecho privado la ley es sólo un marco general dentro del cual los sujetos jurídicos ordenan sus relaciones conforme a la autonomía de su voluntad. Los gobernantes y administradores públicos no pueden actuar, en cambio, a su libre albedrío, pues están obligados siempre a perseguir los intereses generales, en los precisos términos establecidos por la ley y el resto de las normas jurídicas. La actividad administrativa está preordenada por las leyes y esas otras normas jurídicas —los reglamentos, en particular— de manera mucho más estricta y detallada que la actividad de los particulares. Incluso cuando la ley atribuye a la Administración una amplia capacidad de decisión o de iniciativa para el cumplimiento de sus fines, los gobernantes y administradores deben respetar principios y reglas jurídicas generales: la objetividad o imparcialidad, la igualdad de los ciudadanos, la proporcionalidad de sus decisiones, no incurrir en arbitrariedad... De ahí que la Constitución imponga la vinculación plena de la Administración a la ley y al Derecho (art. 103.1).

			De otra parte, la Administración no puede ejercer sus potestades de cualquier manera, mediante la manifestación de voluntad subjetiva, en su caso repentina, de la autoridad o funcionario con competencia para tomar una decisión. Por el contrario, en garantía del acierto de la decisión y del respeto a los derechos y los intereses de los ciudadanos, la Administración ha de tramitar previamente un procedimiento o expediente, salvo en caso de emergencia, en el que normalmente se recabarán informes, se comprobarán hechos, se practicarán pruebas, se dará audiencia a todos los interesados e inclusive en ocasiones se admitirá la participación de personas o entidades que defiendan variados intereses sociales o económicos. El procedimiento administrativo es una garantía imprescindible, aunque dilata y complica, a veces en exceso, el proceso de toma de decisiones. De donde se sigue con frecuencia una cierta rigidez burocrática y una merma de eficiencia que las reformas legislativas y organizativas no siempre consiguen paliar.

			Por último, el derecho administrativo regula un conjunto de garantías y controles sobre el ejercicio de las funciones administrativas, que difieren, por su carácter e intensidad, de los que se establecen en el ámbito privado (en el derecho de sociedades, por ejemplo) sobre los gestores o administradores de las organizaciones privadas. Algunos son controles internos, como la llamada «intervención» del gasto público (comprobación previa de la legalidad aparente de toda decisión que implique el empleo de recursos públicos), o la exigencia de informes previos de los órganos de asesoría jurídica o de órganos consultivos (el Consejo de Estado, por ejemplo), o la interposición de recursos contra una decisión ante el órgano superior jerárquico del que la adoptó. Otros son externos, ejercidos por otras instituciones y poderes públicos, entre los que destaca el control judicial que se ejerce, en nuestro país como en otros del continente europeo, por un orden jurisdiccional especializado, la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

			En definitiva, el derecho administrativo reconoce o atribuye a las administraciones públicas determinadas prerrogativas y potestades destinadas a servir los intereses generales de la sociedad y dota a sus decisiones de una eficacia imperativa frente a terceros de la que carecen, salvo excepción, los actos de los particulares y los de la propia Administración cuando actúa en relaciones de derecho privado. A cambio, les impone unas reglas de organización, funcionamiento, actuación y control más estrictas y rigurosas, ya que por la misma extensión y gravedad de sus poderes es necesario garantizar su correcta utilización e impedir que se cometan errores, abusos o desviaciones en perjuicio de los derechos y legítimos intereses de los ciudadanos y del propio interés público.

			Éste es el sustrato esencial del derecho administrativo, que tiene por finalidad tanto la defensa de los derechos de los ciudadanos en sus relaciones con la Administración, incluyendo la protección activa de tales derechos por parte de ella misma, como la racionalización del ejercicio del poder público en beneficio de la colectividad.

			III. ORIGEN Y EVOLUCIÓN DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			1. Historicidad del derecho administrativo

			Dicho lo anterior, nuestro sistema de derecho administrativo, que tiene raíces comunes al de otros Estados del continente europeo, presenta unas características propias que sólo se explican históricamente. Es un producto cultural, que se ha creado al ritmo de la construcción del Estado de Derecho, desde sus orígenes hace más de dos siglos, y que se ha ido adaptando a las transformaciones, muy notables, que el propio Estado constitucional ha experimentado en este tiempo.

			Desde luego, todas las disciplinas jurídicas tienen su referente histórico y su propia evolución, pues el derecho es en sí una creación social. Está claro, por ejemplo, que los orígenes del derecho civil vigente se encuentran en el derecho romano recogido y adaptado por los glosadores medievales y refundido con ciertas instituciones de matriz germánica; o que el derecho mercantil tiene su origen en los usos comerciales de la Baja Edad Media y se desarrolla con la evolución del capitalismo. El derecho administrativo como tal tiene un origen más reciente, pues no surge como ordenamiento o subsistema jurídico diferenciado sino en el momento en que se consolida la división de poderes y la garantía de los derechos de los ciudadanos ante los poderes públicos, es decir, en el marco del Estado constitucional.

			A esta relativa modernidad del derecho administrativo hay que sumar su mutabilidad, pues dada su íntima relación con el ejercicio del poder político, que regula y ordena, experimenta de manera directa e inmediata los cambios que se producen en la estructura, el origen, los objetivos y las formas de manifestación del poder. Entre el derecho administrativo del Estado liberal del siglo xix, basado en un amplio laissez faire y adoptado por las monarquías censitarias de la época, y el derecho administrativo del siglo xx, propio de un Estado intervencionista, democrático y social, hay profundas diferencias. Entre este último modelo y el que se fue diseñando desde finales de ese siglo por influjo del neoliberalismo y la globalización económica, también existen cambios de relieve, sin perjuicio de algunas líneas de continuidad. Ya en nuestro siglo, la sucesión de crisis económicas, sanitarias y sociales han llevado a los Estados e instituciones internacionales a revisar objetivos y estrategias, lo que repercute de inmediato en la legislación administrativa.

			No sólo eso, sino que las instituciones, los conceptos, las técnicas jurídicas de derecho administrativo varían sustancialmente de unos Estados a otros. Varían mucho más que los respectivos sistemas de derecho privado, que hoy ya casi forman un ius commune en el ámbito occidental. Y ello porque existe también una relación directa entre el sistema de derecho administrativo y la Constitución, escrita o no, de cada Estado, esto es, la forma en que se distribuye y se disciplina el ejercicio del poder público. De ahí, por ejemplo, que no en todos los Estados europeos ni occidentales en general exista una Jurisdicción Contencioso-Administrativa, que la Administración de unos y otros presente sensibles diferencias organizativas, que los principios, las garantías y el lenguaje mismo del derecho administrativo no sean iguales en todas partes. Sólo en los últimos tiempos está teniendo lugar un claro proceso de armonización en Europa, derivado de la aparición y desarrollo de un derecho administrativo de la Unión Europea, a través de su legislación, de la jurisprudencia unificadora del Tribunal de Justicia y del cada vez más frecuente intercambio de ideas entre los juristas europeos. También avanza el proceso de globalización o internacionalización del derecho administrativo, pero a ritmo más lento.

			Por consiguiente, las cualidades definitorias de nuestro derecho administrativo, sus rasgos esenciales, inclusive la razón por la que existe como rama diferenciada del ordenamiento jurídico, han de buscarse en la historia reciente. Una aproximación histórica, por breve que sea, nos permite comprender con mayor exactitud qué entendemos por derecho administrativo aquí y ahora.

			2. Los precedentes

			Presupuestos básicos de la existencia del derecho administrativo son, a) en primer lugar, la presencia de una administración, más o menos extensa pero articulada como organización estable y jerarquizada, encargada de la gestión cotidiana de los asuntos públicos; b) en segundo lugar, el sometimiento de esa organización y de quienes la dirigen a unas normas jurídicas de funcionamiento y de relación que les impongan el deber de respetar los derechos de individuos y grupos sociales; c) por último, un sistema de garantías que permita asegurar la primacía de la normas y el respeto de los derechos frente a eventuales extralimitaciones de las autoridades públicas y sus agentes. Estos elementos, en mayor o menor medida, preexisten a la época de las revoluciones liberales en que nace el derecho administrativo.

			a) Eso es especialmente cierto por lo que se refiere al primero de los tres, la organización administrativa. Superando la atomización del poder propia de la Alta Edad Media, los diferentes reinos y unidades políticas de Europa fueron reconstruyendo poco a poco a partir del segundo milenio una organización con capacidad de dominación de su territorio. La autoridad de la Corona se reforzó, afirmando su poder sobre señoríos feudales y estamentos con apoyo en una nueva burocracia profesional. A partir del Renacimiento y con la posterior consolidación de las monarquías absolutas, esa nueva organización burocrática y jerarquizada se extendió y perfeccionó en el ámbito europeo.

			Los Estados absolutos conocieron ya una administración central o cortesana compleja y repartida en unidades especializadas por razón de sus funciones. Bien mediante un sistema de consejos o polisinodial, como el que establecieron en nuestro país los Reyes de la Casa de Austria —Consejos de Estado, de Hacienda, de Guerra, de Castilla, de Indias, de Italia, de Flandes...— o mediante un modelo departamental estructurado en torno a secretarios de estado unipersonales, que fue importado de Francia por la dinastía de Borbón en el siglo xviii, prefigurando, por cierto, el sistema ministerial de nuestra época. No sólo eso, sino que el poder del rey y de la burocracia a su servicio se expandió por el territorio a través de agentes o comisionados reales —el corregidor castellano, el intendente francés, figura ésta también incorporada a nuestra organización administrativa en el siglo xviii—, aunque coexistía, a menudo en conflicto, con otros poderes locales —jurisdicciones señoriales y eclesiásticas, municipalidades, universidades, comunidades locales de distinto tipo—.

			Desde un punto de vista funcional, el Estado, que es inicialmente un instrumento de dominación de la Corona, fue sumando a sus funciones tradicionales —el ejército y la marina, la justicia, la diplomacia, la hacienda— otras que revelan una mayor preocupación por fomentar la riqueza del país y el bienestar de los súbditos, particularmente en el período del Despotismo Ilustrado —instrucción pública, beneficencia, apoyo a la agricultura, la ganadería, la minería, las manufacturas y el comercio—.

			En consecuencia, en los momentos inmediatamente anteriores a las revoluciones liberales, la administración monárquica del Antiguo Régimen había alcanzado en muchos Estados europeos un estadio de evolución que anticipaba el modelo organizativo que se consolidó tras el período revolucionario. Esto es, como puso de relieve Tocqueville por relación a Francia, una organización centralizada y jerarquizada, todavía reducida en sus efectivos, pero segura de su poder y en vías de expansión.

			b) Desde un punto de vista jurídico, los juristas servidores de la Corona dedujeron los principios y reglas que legitimaban la extensión de los poderes del rey por encima de cualquier otro poder y sobre las personas y bienes del reino —regalías, privilegios del Fisco, potestades ordenadas o absolutas—, apelando a diferentes fuentes de legitimación, ya fuera «el viejo y buen derecho», el recuperado derecho romano, las técnicas organizativas del derecho canónico, la salus publica o policía o la divinización del poder real. Ahora bien, no existe en el Antiguo Régimen una clara distinción entre lo que corresponde al rey por patrimonio o por jurisdicción, como no existe tampoco una neta separación entre derecho público y privado. Desprendidas de su origen ideológico e histórico, muchas de aquellas técnicas jurídicas serán más tarde adaptadas como fuente y justificación de los poderes de la Administración en el Estado constitucional.

			Tampoco puede decirse que antes de las revoluciones liberales la Corona y sus agentes carecieran de límites jurídicos. La idea del príncipe absoluto era, desde luego, ajena al pensamiento jurídico medieval. Incluso cuando esta idea, rex legibus solutus, se impuso en el siglo xvi como base de la organización política de la monarquía, no desaparecieron por completo los derechos, fueros, franquicias y libertades medievales, tenazmente defendidos en ocasiones por los estamentos, corporaciones y grupos sociales beneficiarios, como derechos adquiridos o iura quaesita. Sin embargo, la consolidación de las monarquías absolutistas debilitó la eficacia del derecho vigente, frecuentemente eludido o modificado por decisiones singulares o pragmáticas reales. Por lo demás y, no obstante las recopilaciones legales y los esfuerzos doctrinales por afirmar la vigencia de determinadas leyes fundamentales o constituciones del reino, el derecho del Antiguo Régimen tiene poco que ver con la idea de la ley general aplicable a todos sin distinción. Es, más bien, un conjunto más o menos asistemático de derechos, privilegios, facultades y obligaciones que afectan a cada persona en función esencialmente de su pertenencia a un grupo. Precisamente la desvinculación progresiva de la monarquía de la constelación de normas existentes contribuyó a difundir la idea, de más antiguas raíces, de un derecho natural, universal y objetivo, fundado en la razón, contrario tanto a la arbitrariedad del poder absoluto como a los privilegios estamentales, cuyos principios son los propios de una nueva concepción del poder y de su relación con la sociedad, que es la que denominamos Estado de Derecho.

			c) De la misma manera, la monarquía absoluta redujo la efectividad del sistema de garantías jurídicas, de por sí imperfectas, frente a las actuaciones contra ius del poder público, ya fuera por la sumisión a la voluntad del rey de los órganos con potestad jurisdiccional —consejos, audiencias, chancillerías—, ya por la inactividad de las asambleas estamentales —nuestras Cortes—, que en otro tiempo exigían la reparación de abusos o contrafueros antes de votar los tributos o servicios, ya, en fin, por la desaparición o pérdida de poder de otras instituciones tradicionales —el Justicia Mayor de Aragón, los iutges de greuges de Cataluña, por ejemplo—. En la monarquía absoluta toda autoridad proviene del rey y este principio limita la posibilidad de un control efectivo de las decisiones y actuaciones de los servidores reales. Sólo en el período de la Ilustración y en algunos Estados europeos la situación empieza a cambiar y se extiende un cierto control judicial efectivo de las actuaciones públicas lesivas de los derechos de los particulares, que anticipa las soluciones del Estado de Derecho.

			3. El Estado de Derecho liberal y la aparición del derecho administrativo

			A) Principios y realidades

			Como es sabido, la pugna entre la monarquía y la aristocracia del Antiguo Régimen, celosas de sus privilegios, y las nuevas clases burguesas excluidas del poder político desencadenó, a uno y otro lado del océano, las revoluciones liberales que dieron paso a un nuevo modelo de Estado. Del contraste entre el ideario liberal y las exigencias de la realidad, es decir, las conveniencias de quienes entonces comparten el poder, surge precisamente el derecho administrativo.

			En el Estado liberal la soberanía se atribuye en principio a la Nación, un nuevo sujeto histórico, del que emana la legitimidad de los poderes públicos. En realidad, durante el siglo xix en la mayor parte de los Estados europeos fue necesario alcanzar un compromiso político que reconocía una doble fuente de legitimidad, una soberanía compartida; la dinástica, atribuida a la monarquía hereditaria, y la soberanía nacional, encarnada en la representación parlamentaria basada en el sufragio censitario. Esta forma de Estado, la monarquía constitucional, fue la dominante durante esa centuria, a salvo los paréntesis republicanos o revolucionarios, en la mayor parte de Europa. En todo caso, desde un punto de vista jurídico, el dogma de la soberanía nacional permitió articular el poder político en torno a un ente abstracto e impersonal, el Estado, que recibió las potestades que en el Antiguo Régimen correspondían directamente a la Corona en virtud de diferentes títulos. Se pusieron así las bases del derecho público moderno, que fue construyendo sus propios principios y reglas, distintas del derecho privado.

			Ese Estado liberal se asienta en la división de poderes. Aunque este principio no tiene el mismo significado en las obras de los grandes pensadores del período ni en todas las constituciones que se inspiran en ellas, está claro que el Poder Ejecutivo es, según la mayoría, el que debe quedar sometido y controlado, pues es aquel cuya capacidad de acción y de intervención puede poner en mayor peligro los derechos y libertades de los ciudadanos. El Poder Ejecutivo, ya sea monárquico o republicano, presidencialista o de designación parlamentaria, debe en teoría limitarse a la aplicación o ejecución de las leyes. No sólo eso, sino que, según el pensamiento liberal clásico, debe abstenerse de intervenir en las relaciones sociales y en la economía, si no es para asegurar y mantener el orden político y social establecido.

			La realidad fue también muy distinta. El Poder Ejecutivo heredó y reconstruyó la organización burocrática que ahora llamamos Administración Pública. Pese a la ideología antiintervencionista de la época, los gobiernos constitucionales perfeccionaron y potenciaron la maquinaria administrativa. Primero para defender el nuevo régimen constitucional de sus enemigos exteriores e internos, entre ellos los partidarios de la restauración absolutista y los incipientes movimientos sociales. Después para responder a las demandas de infraestructuras (carreteras, ferrocarriles, puertos, canales...), de algunos servicios básicos todavía no generales (educación, sanidad y beneficencia públicas) y de apoyo económico necesario para el desarrollo industrial y comercial. La Administración, a la que se dotó de la autoridad, de los recursos y de los funcionarios permanentes que precisaba para el ejercicio de sus funciones, es ya entonces una organización jerarquizada y disciplinada en continuo proceso de expansión. También, durante el siglo xix y en la mayor parte del continente europeo, fue una organización en sostenido proceso de centralización. El Gobierno que la dirige, lejos de ser un poder subordinado, es el que tiene, en general, la iniciativa política. En el sistema de la monarquía constitucional su responsabilidad ante el Parlamento era incluso limitada, ya que la designación y el cese del Presidente del Gobierno dependía del rey o de la reina y no directa o exclusivamente del Parlamento.

			La teoría liberal del Estado proclama también la supremacía de la ley. Ésta es la esencia del Estado de Derecho, sin la que no existiría el derecho administrativo. La ley es, en la concepción rousseauniana que sanciona el artículo sexto de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, la expresión de la voluntad general, aprobada por el Parlamento. Es también norma general, no tanto por su contenido como por su eficacia. Es decir, como subraya ese precepto de la Declaración de 1789, la ley es «la misma para todos» y todos se hallan ante ella en situación de igualdad, sin privilegios ni dispensas personales. No sólo eso, sino que en el Estado de Derecho la ley —y la Constitución— reconoce a todos por igual un conjunto de derechos y libertades que deben ser respetados por los poderes públicos y en particular por la Administración. No ya súbditos sino ciudadanos, los particulares ostentan frente a aquélla verdaderos derechos individuales, que la doctrina jurídica definirá más tarde como derechos públicos subjetivos.

			Ahora bien, sentado el principio queda por determinar cuál es el objeto propio de la ley y hasta qué punto y de qué manera vincula a la Administración. Sobre estos extremos la historia del derecho administrativo no es lineal, ni la respuesta teórica y práctica ha sido la misma en todas las épocas y regímenes constitucionales que se han sucedido desde finales del siglo xviii. Todavía hoy es una de las cuestiones clave del derecho administrativo.

			Por de pronto y desde un primer momento, la ley dejó de ser la única norma escrita y de eficacia general. Ya en la Francia revolucionaria, la Constitución monárquica de 1791 y la republicana del año iii otorgaban al rey y al Directorio respectivamente el poder de hacer proclamations para la ejecución de las leyes. El artículo 44 de la Constitución napoleónica del año viii estableció con mayor nitidez aún que «el Gobierno propone las

			
			
			B) El modelo francés de derecho administrativo y su difusión por el continente europeo

			
			
			
			
			
			
			
			
			C) La variante inglesa

			
			
			
			
			D) Formación y desarrollo del derecho administrativo en España

			
			
			
			
			4. Las transformaciones del derecho administrativo en el siglo xx

			A) El «Estado administrativo»

			
			
			
			
			
			
			B) Descentralización y diversificación de estructuras

			
			
			C) Democracia y Estado de Derecho

			
			
			
			
			
			
			D) Administración y sociedad

			
			
			
			
			E) La justicia administrativa

			
			
			
			5. Situación actual y perspectivas

			
			A) El papel del Estado: privatizaciones y cambio de funciones. El impacto de la crisis económica y social

			
			
			
			
			
			B) La «huida del derecho administrativo» y sus límites

			
			
			
			
			C) El desarrollo de un derecho administrativo europeo y el impacto de la globalización

			
			
			
			
			D) La buena administración

			
			
			
			
			IV. EL ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			
			
			1. Aplicación del derecho administrativo a determinadas actividades de órganos constitucionales que no forman parte de la Administración Pública

			
			
			
			
			2. Aplicación del derecho administrativo y del derecho privado a la organización y a la actividad administrativa

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
		

	OEBPS/image/TC001925_cubierta.jpg
Miguel Sanchez Morén

X
DERECHO
ADMINISTRATIVO

PARTE GENERAL

VIGESIMA SEGUNDA EDICION

fﬁféﬂf






OEBPS/image/tecnos_logo.png
165705
| &





